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La Sección Primera del 
Consejo Consultivo de Castilla y 
León, reunida en Zamora el día 30 
de marzo de 2010, ha examinado el 
expediente de responsabilidad patri-
monial iniciado como consecuencia 
de la reclamación presentada a 
instancia de D. xxxxx, y a la vista 
del mismo y tal como corresponde a 
sus competencias, emite, por unani-
midad, el siguiente 

 
 
 

DICTAMEN 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 22 de febrero de 2010 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 
solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por D. 
xxxxx, representado por D. yyyyy, debido a los daños sufridos en un accidente 
por el mal estado de la calzada. 
 

Examinada la solicitud y admitida a trámite con fecha 1 de marzo de 
2010, se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 224/2010, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 53 del 
Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo de Castilla y León, aprobado por 
el Decreto 102/2003, de 11 de septiembre. Turnado por el Sr. Presidente del 
Consejo, correspondió su ponencia al Consejero Sr. Nalda García. 
 

Primero.- El 7 de julio de 2009, tiene entrada en el registro del 
Ayuntamiento de xxxxx una reclamación de responsabilidad patrimonial suscrita 
por D. yyyyy, en representación de D. xxxxx, debido a los daños sufridos en un 
accidente por el mal estado de la calzada. 
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Afirma que “El día 19 de septiembre de 2.008, D. xxxxx iba circulando 
por la calle xxxxx de la localidad de xxxxx (xxxxx) conduciendo la motocicleta 
Yamaha, matricula xxxx, cuando al llegar a la altura del nº 29 de la citada calle 
se encontró en el medio de la calzada con una valla metálica que había sido 
colocada de forma totalmente negligente por empleados de la entidad “eeeee” 
a la que el Ayuntamiento de xxxxx había adjudicado la realización de unas 
obras, ya que no existía señalización alguna que advirtiera del peligro que 
suponía este obstáculo, impactando el Sr. xxxxx contra la misma, cayendo 
contra la calzada, resultando la motocicleta con daños por importe de 3.175,87 
€”. 

 
Acompaña a la reclamación copias de la escritura de apoderamiento a 

favor del representante del interesado, del permiso de circulación de la 
motocicleta, de la factura de reparación de los daños sufridos, del atestado de 
la Guardia Civil del Puesto de xxxxx y datos de la compañía de seguros de la 
empresa eeeee facilitados por ésta. 

 
 Segundo.- El 22 de julio de 2009 la Secretaria del Ayuntamiento emite 
un informe sobre los requisitos y el procedimiento para apreciar la 
responsabilidad patrimonial de la Administración. 

 
Tercero.- Mediante resolución de la Alcaldía de 22 de julio de 2009 se 

admite a trámite la reclamación y se nombra instructor del procedimiento. 
 
Cuarto.- El 7 de septiembre de 2009 el instructor solicita la emisión de 

un certificado “sobre si existe constancia en los archivos municipales de la 
realización de una obra en el lugar y fecha indicados por el reclamante, 
promotor de la obra y si contaba con la preceptiva licencia” y que se una al 
expediente copia compulsada del expediente de autorización de las obras. 

 
Quinto.- El 7 de septiembre de 2009 la Secretaria del Ayuntamiento 

certifica que “la obra ejecutada por la empresa `eeeee´ en la C/ xxxxx en 
septiembre de 2008 fue autorizada mediante Resolución de fecha 31 de julio de 
2007, siendo el promotor de las obras eeeee1 La solicitud de autorización de las 
obras fue presentada con fecha 27 de junio de 2007 por D. yyyyy1, en 
representación de eeeee1, para `Acometida de L.M.T. 151KV a nuevo C.T. 
compacto 400KVA y reordenación de la baja tensión en xxxxx´ junto con una 
separata del proyecto”. 
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Sexto.- El 25 de septiembre de 2009 la aseguradora del Ayuntamiento 

(sssss), a la vista del informe pericial, concluye que “el lugar del accidente tiene 
una gran visibilidad y tanto la valla como la señalización podían distinguirse 
perfectamente, no habiendo impedimentos naturales que ocultasen la presencia 
de obras y eran tras más de 100 metros libres de visión”.  

 
Séptimo.- El 29 de octubre de 2009 se solicita informe sobre los hechos 

acaecidos a eeeee1, la cual manifiesta, en escrito de 2 de diciembre de 2009, 
“Que eeeee1 fue promotor de la obra a la que hacen referencia `Acometida de 
LMT 15Kv a nuevo CT compacto 400 Kva y reordenación de baja tensión en 
xxxxx´, pero la adjudicación de la obra se le otorgó a la empresa SEMI, la cual 
a su vez contrató la obra civil a la empresa eeeee Dicha empresa fue la 
adjudicataria de los trabajos y por lo tanto la responsable de la correcta 
ejecución de los mismos, así como de la responsabilidad frente a tercero por los 
daños y perjuicios que se hayan podido producir. Por lo tanto, eeeee1, al 
encargar la obra a otra empresa, no tiene responsabilidad en los hechos, pues 
al no reservarse ninguna facultad de dirección o control de la ejecución de la 
obra, no puede responder por ella”. 

 
Octavo.- El 30 de noviembre de 2009 se concede trámite de audiencia 

al interesado, a efectos de que formule las alegaciones y presente los 
documentos y justificaciones que estime oportunos. 

 
Con ocasión del trámite otorgado, el reclamante presenta un escrito el 

17 de diciembre de 2009 en el que reitera la responsabilidad del Ayuntamiento 
de xxxxx, y afirma también la responsabilidad “de la entidad `eeeee1´ como 
titular de la licencia de las obras que se estaban llevando a cabo en aquel tramo 
de carretera y de la entidad `eeeee´ como adjudicataria de dichas obras”.

 
Noveno.- El 5 de enero de 2009 se formula propuesta de resolución de 

carácter desestimatorio, en la que se declara que el Ayuntamiento de xxxxx no 
es responsable de los daños sufridos por el reclamante y se niega que la 
actividad dañosa sea imputable a la Administración, así como la existencia de 
relación de causalidad entre el daño y el funcionamiento del servicio público y el 
carácter antijurídico del daño, con base en el informe de la aseguradora sssss -
citado en el antecedente sexto de este dictamen-, del que se deduce que la 
desatención del conductor fue el elemento determinante de la lesión 

 3



 

patrimonial, unido al exceso de velocidad acreditado no sólo por una huella del 
frenada de 6 metros, sino también por el desplazamiento del vehículo por la 
calzada 12 metros. También se fundamenta en el hecho de “que la propia 
empresa eeeee, facilitó al perjudicado cuantos datos fueron necesarios para 
dirigir frente a ella su pretensión” sin que el perjudicado haya hecho uso de tal 
posibilidad. 
 
 

En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 
Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente, con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.h),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Primera emitir el 
dictamen según lo establecido en el punto 4º, regla A ), apartado g), del 
Acuerdo de 30 de octubre de 2003, del Pleno del Consejo, por el que se 
determina el número, orden, composición y competencias de las Secciones. 
 

2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en los 
artículos 139 a 144 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, desarrollados por el Reglamento de los procedimientos de las 
Administraciones Públicas en materia de responsabilidad patrimonial, aprobado 
por el Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo.  
 

3ª.- Concurren en la parte reclamante los requisitos de capacidad y 
legitimación exigidos por la referida Ley 30/1992 y se encuentra acreditada con 
arreglo a ella la representación de la persona que actúa en nombre del 
interesado.  

 
La competencia para resolver la presente reclamación corresponde al 

Alcalde de la Corporación Local, o a la Junta de Gobierno Local en el caso de la 
existencia de la delegación de competencias efectuada por el Alcalde del 
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Ayuntamiento a favor de aquélla, de acuerdo con lo establecido en los artículos 
21.1.s) y 23.2.b) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del 
Régimen Local, en relación con el artículo 142.2 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre. 

 
La parte interesada ha ejercitado su derecho en tiempo hábil, de acuerdo 

con lo establecido en el artículo 142.5 de la Ley 30/1992, ya que el accidente 
ocurre el 19 de septiembre de 2008 y la reclamación se presenta el 7 de julio 
de 2009. 

 
4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los particulares, 

en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados por 
toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los 
casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. 
 

La referencia constitucional a la ley debe entenderse hecha a los artículos 
139 y siguientes de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, a la cual también se 
refiere, de forma genérica, el artículo 54 de la Ley 7/1985, de 2 de abril. 

 
Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo (entre otras, 

Sentencias de 1 de marzo, 21 de abril y 29 de octubre de 1998; 28 de enero de 
1999; 1 y 25 de octubre de 1999), así como la doctrina del Consejo de Estado 
(Dictámenes de 27 de marzo de 2003, expte. nº 183/2003; 6 de febrero de 
2003, expte. nº 3.583/2002; y 9 de enero de 2003, expte. nº 3.251/2002) y de 
este Consejo Consultivo (por todos, Dictámenes 1.008/2005, de 1 de diciembre; 
1.134/2005, de 12 de enero de 2006; 59/2006, de 19 de enero; y 300/2006, de 
23 de marzo), la responsabilidad patrimonial de la Administración Pública exige 
la concurrencia de los siguientes requisitos: 
 

a) La existencia de un daño efectivo, evaluable económicamente e 
individualizado en relación con una persona o grupo de personas. 

 
b) El carácter antijurídico del daño, en el sentido de que la 

persona que lo sufre no tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con la 
ley. 
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c) La imputabilidad a la Administración de la actividad dañosa, es 
decir, la integración del agente en el marco de la organización administrativa a 
la que pertenece o la titularidad pública del servicio o actividad en cuyo ámbito 
se produce el daño. 
 

d) La relación de causa a efecto entre la actividad administrativa y 
el resultado dañoso, nexo causal que implica la necesidad de que el daño sea 
consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un servicio público o 
actividad administrativa en relación directa e inmediata. 
 

e) Ausencia de fuerza mayor. 
 

f) Que no haya transcurrido un año desde el momento en que se 
produjo el hecho causante. 

 
5ª.- Más en concreto, en la esfera de las Administraciones Locales, el 

artículo 54 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, establece que “Las Entidades locales 
responderán directamente de los daños y perjuicios causados a los particulares 
en sus bienes y derechos como consecuencia del funcionamiento de los 
servicios públicos o de la actuación de sus autoridades, funcionarios o agentes, 
en los términos establecidos en la legislación general sobre responsabilidad 
administrativa”. Este precepto, reproducido casi de forma literal por el artículo 
223 del Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las 
Entidades Locales, aprobado por el Real Decreto 2.568/86, de 28 de noviembre, 
se remite a los artículos 139 y siguientes de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de modo que resulta igualmente exigible la concurrencia de los 
requisitos anteriormente señalados. 
 

Como ha señalado reiteradamente el Consejo de Estado, el hecho de que 
la responsabilidad patrimonial de la Administración sea objetiva no implica que 
la misma deba responder necesariamente de todos los daños que puedan sufrir 
los ciudadanos en la vía pública. Para que proceda la responsabilidad 
patrimonial, deberán darse los requisitos que la caracterizan, legalmente 
establecidos en los artículos 139 y siguientes de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, antes mencionada, requisitos que deben analizarse atendiendo a las 
circunstancias concurrentes en cada caso. 
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En este mismo sentido el Tribunal Supremo mantiene (Sentencia de 5 de 
junio de 1998) que “la prestación por la Administración de un determinado 
servicio público y la titularidad por parte de aquélla de la infraestructura 
material para su prestación no implica que el vigente sistema de 
responsabilidad patrimonial objetiva de las Administraciones Públicas convierta 
a éstas en aseguradoras universales de todos los riesgos con el fin de prevenir 
cualquier eventualidad desfavorable o dañosa para los administrados que pueda 
producirse con independencia del actuar administrativo, porque de lo contrario, 
como pretende el recurrente, se transformaría aquél en un sistema 
providencialista no contemplado en nuestro ordenamiento jurídico”. 

 
También conviene tomar en consideración la Sentencia del mismo 

Tribunal de 13 de noviembre de 1997, en la que se indica que “aun cuando la 
responsabilidad de la Administración ha sido calificada por la jurisprudencia de 
esta Sala como un supuesto de responsabilidad objetiva, no lo es menos que 
ello no convierte a la Administración en un responsable de todos los resultados 
lesivos que puedan producirse por el simple uso de instalaciones públicas, sino 
que, como antes señalamos, es necesario que esos daños sean consecuencia 
directa e inmediata del funcionamiento normal o anormal de aquélla”.  

 
Por lo tanto, la responsabilidad de la Administración procederá en 

aquellos casos en que los daños sean consecuencia del funcionamiento de los 
servicios públicos y no basta, a estos efectos, que los daños aparezcan con 
motivo u ocasión de la prestación de dichos servicios públicos. 

 
6ª.- Este Consejo Consultivo comparte el criterio que se sostiene en la 

propuesta de resolución de desestimar la reclamación presentada, por no ser 
imputable la producción del daño a la actuación del Ayuntamiento de xxxxx. 

 
No es posible imputar al Ayuntamiento la producción de la actividad 

dañosa, al no estar ante un agente en el marco de la organización administrativa 
del Ayuntamiento, ni ante un servicio o actividad de titularidad pública. El 
Ayuntamiento concedió a eeeee1 la licencia de la obra en relación con la cual se 
produjo el accidente, sujeta a las prescripciones del permiso de obra, por el cual 
queda obligada a adoptar en las obras “las medidas convenientes para la plena 
seguridad, instalando el vallado necesario”. eeeee1, de conformidad las 
alegaciones formuladas, adjudicó la obra a la Empresa eeeee2, que a su vez 
contrató la obra civil a la empresa eeeee, siendo en su caso estas entidades 
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privadas, contratantes entre sí, las responsables, no así el Ayuntamiento. Resulta 
también del expediente que la empresa eeeee puso a disposición del perjudicado 
los datos que fueran necesarios para dirigir frente a ella su pretensión, 
incluyendo los de la aseguradora de la responsabilidad civil, derecho del que el 
perjudicado no ha hecho uso, al dirigir su pretensión frente al Ayuntamiento de 
xxxxx, ajeno a la causación del daño. 
 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 

Procede dictar resolución desestimatoria en el expediente de 
responsabilidad patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación 
presentada por D. xxxxx, representado por D. yyyyy, debido a los daños 
sufridos en un accidente por el mal estado de la calzada. 

 
 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
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